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CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA

Bogotá D.C., dieciocho (18) de septiembre de dos mil trece (2013)

Magistrado Ponente: DR. JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO

Radicación No. 110011102000200906879 03 / 2496 A 

Aprobado Según Acta No. 72 de la misma fecha

OBJETO DE LA DECISIÓN

Procede la Sala a revisar en grado jurisdiccional de consulta, la sentencia de fecha 27 de junio de 2013, por medio de la cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá
 declaró disciplinariamente responsable al abogado HUGO MARIO AMAYA HOYOS, de la falta descrita en el numeral 8º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007 y lo sancionó con SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN, POR EL TÉRMINO DE SEIS (6) MESES.
CONDUCTA INVESTIGADA

Mediante escrito adiado 6 de noviembre de 2009, la señora ANA LUCÍA RICO DÍAZ, formuló queja disciplinaria contra el abogado HUGO MARIO AMAYA HOYOS, informando que la Inspección Primera D Distrital de Policía, en cumplimiento de lo ordenado por el Juzgado 52 Civil Municipal de Bogotá, dentro del proceso ejecutivo No. 2008-00705 de EMBER ESTEFAN contra HUGO MARIO AMAYA ROJAS, practicó diligencia de secuestro, donde fue designada como secuestre de los bienes: 

“cuya identificación y especificaciones se encuentran en el acta de la diligencia de secuestro de fecha Agosto 11 del 2008, de la que anexo fotocopia al presente escrito. Como se observa en la mencionada acta el doctor HUGO MARIO AMAYA HOYOS es demandado y quien atendió la diligencia y solicitó le dejara en calidad de DEPÓSITO PROVISIONAL Y GRATUITO todos los bienes, a lo que de común acuerdo con el apoderado actor Doctor CARLOS ALBERTO OLIVEROS GÓMEZ accedí y este se comprometió a responder por los bienes tanto CIVIL como PENALMENTE, y a mantener informada a la suscrita cualquier cambio de ubicación de los bienes y a entregarlos tan pronto como el Juzgado lo ordenara.” (Sic para lo transcrito).
Agregó que el profesional depositario se negó a hacerle entrega de los bienes, a pesar de los requerimientos y de la denuncia penal que cursa en la Fiscalía 119 Local, Radicado No. 2008-15342, argumentando que es un proceso civil y que los bienes los tiene en una bodega, debiéndose cancelar la suma de $300.000, (fls. 1 a 2, c.o.).

ACTUACIÓN PROCESAL

Previa acreditación de la condición de abogado del investigado, mediante búsqueda individual en la página web de la Unidad del Registro Nacional de Abogados en la que se hizo constar que HUGO MARIO AMAYA HOYOS, identificado con la cédula de ciudadanía número 80’415.556, es portador de la tarjeta profesional número 81.270, la cual se encuentra vigente, (fl. 6, c.o.), el Seccional de instancia profirió auto inhibitorio de ponente del 23 de noviembre de 2009, con fundamento en lo preceptuado por el artículo 68 de la Ley 1123 de 2007, (fls. 9 a 10, c.o.).

El Magistrado sustanciador fundamento su decisión en que el investigado no actuó como profesional del derecho, sino como demandado, habiéndosele entregado los bienes en depósito provisional, de común acuerdo con el actor y la secuestre, (fls. 8 a 10, c.o.).

Contra la anterior decisión la quejosa interpuso recurso de apelación, en el cual afirmó que en la diligencia de secuestro el togado investigado –depositario- se identificó como abogado y, aduciendo tal condición, actuó en el proceso, allegando copia del escrito de excepciones presentado y las demás actuaciones desplegadas al interior del proceso ejecutivo que cursó en el Juzgado 52 Civil Municipal de Bogotá, (fls. 15 a 44, c.o.).

El recurso de apelación contra el auto inhibitorio fue resuelto por esta Corporación el 28 de abril de 2010 en acta No. 47 de la misma fecha
, disponiendo su revocatoria, al considerarse que:

“(…) del documento aportado por la quejosa se observa que el doctor Amaya Hoyos, dentro del proceso ejecutivo se identificó como abogado titulado, portador de la tarjeta profesional No. 81279 del Consejo Superior de la Judicatura, lo que evidencia que presuntamente actuó en ejercicio de su profesión, contrario a lo aducido por la Sala de Instancia, circunstancia que aún con mayor razón hace necesario la práctica de pruebas en aras de obtener certeza sobre lo realmente acaecido.”

En razón a lo anterior con auto de ponente del 9 de julio de 2010
, el Seccional de instancia dispuso formal apertura de investigación disciplinaria, señalando el 6 de octubre de 2010, a las 5:00 p.m., para efectos de llevar a cabo la audiencia de pruebas y calificación provisional, (fl. 50, c.o.), oportunidad en la cual no se pudo llevar a cabo la audiencia, por petición de cambio de fecha solicitada por el investigado
, por lo cual con auto del 24 de septiembre de 2010, el Magistrado sustanciador dispuso como nueva oportunidad para su práctica el 5 de octubre de 2010 a las 3:00 p.m., (fl. 67, c.o.).

Audiencia de pruebas y calificación provisional.

En la fecha y hora indicadas se dio inicio a la audiencia con la lectura de la queja y a continuación se le concedió el uso de la palabra al denunciado, quien al momento de rendir versión libre, afirmó que cuando se realizó la diligencia de embargo y secuestro no actuó como abogado, toda vez que tenía dentro del proceso la condición de demandado, agregando que la quejosa lo denunció penalmente por el delito de abuso de confianza, denuncia que fue archivada por la Fiscalía. 

Respecto de su actuación en causa propia en el proceso ejecutivo referido en el sub lite, informó que ésta se dio con posterioridad a la celebración de la diligencia de embargo y secuestro de los bienes, habiendo igualmente presentado al juez de conocimiento un memorial informándole que entregaba los mismos al señor Andrés Salazar López, para que el despacho judicial, le indicara lo que debía hacer con ellos, sin que hasta el momento se presentara pronunciamiento alguno. 

El Magistrado sustanciador decretó la práctica de las siguientes pruebas: i) incorporar las que obran en el proceso; ii) Oficiar al Juzgado Cincuenta y Dos Civil Municipal de Bogotá, para que se remitiera copia del proceso radicado No. 2008-00705 o en su defecto el original en préstamo para practicar inspección judicial; y iii) solicitar el certificado de antecedentes disciplinarios del togado investigado; señalando como nueva oportunidad el 24 de febrero de 2011 a las 4:00 p.m., (fls. 77 a 82, c.o. y cd. anexos). 

En dicha data no se pudo llevar a cabo la audiencia, por inasistencia del investigado, (fl. 95, c.o.); por ello con auto de ponente del 24 de febrero de 2011, se confirió el plazo de ley para que presentara la excusa respectiva, señalándose el día 26 de mayo de 2011 a las 10:30 a.m., (fl. 96, c.o.).

El 26 de abril de 2011, el Magistrado sustanciador procedió a practicar la inspección judicial decretada, dado que fuera allegado el proceso radicado No. 2008-00705, proveniente del Juzgado 52 Civil Municipal de Bogotá, de la cual se dejo copias de algunas pieza procesales, (fls. 11 a 113, c.o.).

Se procedió al emplazamiento del togado (fl. 125, c.o.) y a su declaratoria de persona ausente –según proveído del 11 de mayo de 2011- (fls. 126 a 127, c.o.), procediendo a la designación de defensor de oficio y se reitero como la fecha para la continuación de la audiencia el 26 de mayo de 2011 a las 10:30 a.m.

En la fecha y hora indicadas se reanudó la audiencia, con la presencia del investigado, el Magistrado sustanciador realizó el control de legalidad de la actuación y a continuación, previa valoración del material probatorio allegado procedió a calificar la conducta del profesional, de cara a las faltas disciplinarias consagradas en el estatuto deontológico de los abogados, formulando cargos por la falta descrita en el numeral 8º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, al considerar que en la diligencia de embargo y secuestro de bienes llevada a cabo el día 11 de agosto de 2008, se constituyó en depositario de los bienes sobre los cuales recaía la medida cautelar, manteniéndolos en su poder injustificadamente, no obstante, los requerimientos efectuados por la auxiliar de la justicia.

La conducta fue calificada como DOLOSA, en consideración al conocimiento que tiene el investigado como profesional del derecho y la consciencia y voluntad advertida en la comisión de la falta disciplinaria.

A continuación el Magistrado investigador decretó la práctica de las siguientes pruebas: i) Oficiar a COMCEL, a efecto que se certifique si entre los abonados 3102927223 y 2358063916, utilizados por la quejosa y el señor Andrés Salazar López, quién tenía los bienes, se surtieron comunicaciones entre las fechas comprendidas entre el 11 de agosto de 2008 y el 26 de mayo de 2011; ii) solicitarle al Juzgado 47 Civil Municipal de Bogotá, se remitiera el copia del proceso de restitución de bien inmueble arrendado adelantado por Luis Valderrama contra Hugo Mario Amaya Hoyos, o se preste su original para realizar su inspección judicial.

La audiencia de juzgamiento, fue programada para el 17 de agosto de 2011 a las 2:00 p.m., oportunidad en la cual se llevó a cabo, no obstante lo cual, mediante proveído del 12 de septiembre de la citada anualidad, el Magistrado ponente decretó la nulidad de lo actuado a partir de la audiencia de pruebas y calificación provisional llevada a cabo el 26 de mayo anterior, “teniendo en cuenta que la diligencia de inspección judicial se desarrolló fuera de audiencia el 26 de abril de 2011, y que de tales diligencias no se le corrió traslado al abogado investigado.”, (fls. 171 a 173, c.o. y cd. anexo).
Conforme a la nulidad decretada, se rehízo la actuación, llevándose a cabo nuevamente la audiencia de pruebas y calificación provisional, los días 2 y 13 de diciembre de 2011, oportunidad en la cual se corrió traslado al investigado del proceso ejecutivo singular No. 2008-00705 de EMBER STEFEN contra HUGO MARIO AMAYA HOYOS, que cursó en el Juzgado 52 Civil Municipal de Bogotá, quien manifestó que no tenía ninguna oposición en torno al mismo, (fls. 184 a 188 y 199 a 203, c.o. y cds. anexos).

Volviéndose a realizar la formulación de cargos al investigado, imputándole la misma falta, descrita en el numeral 8º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, con idéntico fundamento fáctico y calificación de la culpabilidad. 

Se llevó a cabo el 1º de febrero de 2012 la audiencia de juzgamiento, con la presencia del investigado, a quien se le corrió traslado para alegar de conclusión, oportunidad en la cual manifestó, en primer lugar, que existía una falta de legitimidad en la causa, por cuanto en la diligencia de secuestro llevada a cabo el 11 de agosto de 2008, actuó como depositario de los bienes, en la calidad de ciudadano común, sin que el hecho que tenga la condición de abogado, implique haber actuado en como tal.
Informó que tan sólo contestó la demanda dos meses y diez días después, en tanto “la secuestre presentó el 8 de noviembre de 2009 la queja ante este Consejo Seccional, pero se debe tener en cuenta que un mes y medio antes, mediante auto notificado por estado 167 del 28 de septiembre de 2009, fue relevada del cargo de secuestre con fundamento en el artículo 688, numeral 1º del Código de Procedimiento Civil, de lo que podía inferirse que, además de la forma en que fue presentada la queja y de los escritos presentados por la parte actora dentro del proceso ejecutivo, que dicho documento (el escrito de queja) fue elaborado por el abogado CARLOS ALBERTO OLIVEROS, lo que genera falta de legitimación en la causa… además la quejosa no cumplió con el requisito para haber sido nombrada secuestre como lo es la caución que debió prestar […].” (Sic para todo lo transcrito).

Como segundo argumento, estimó que su conducta no constituía falta disciplinaria, en la medida en que nunca ha negado la responsabilidad que tenía y, adicionalmente, por cuanto informó al juzgado cual era el lugar en el cual se encontraban los bienes muebles, manifestándole que estaba presto a seguir las instrucciones al respecto. 
Mediante sentencia de fecha 27 de junio de 2013, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, declaró disciplinariamente responsable al abogado HUGO MARIO AMAYA HOYOS, de la falta descrita en el numeral 8º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007 y lo sancionó con SUSPENSIÓN EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN, POR EL TÉRMINO DE SEIS (6) MESES.

Lo anterior, en virtud de haber adquirido el grado de certeza necesario en relación con la existencia de la falta atribuida al profesional toda vez que:

“…efectivamente, el abogado AMAYA HOYOS fue depositario de los bienes sobre los cuales recaía la medida cautelar ordenada por el Juzgado de conocimiento, de acuerdo con lo señalado en el acta de embargo y secuestro del 11 de agosto de 2008, como también que dicho encargo tuvo un término de duración de un (1) mes, luego es apenas intelegible que, al cabo de dicho tiempo, los bienes embargados y secuestrados debieron volver a manos de quien estaba encargado de su custodia y cuidado.” 

Advirtió que, en lugar de entregarlos a la secuestre lo hizo a un tercero, quien cobraba por concepto de bodegaje un canon mensual, vinculándose posteriormente al proceso, mediante la oposición al mandamiento de pago y ejercicio de la profesión en nombre propio. 

Estimó que no obra en el plenario justificación alguna del actuar del profesional del derecho de acceder a los bienes del litigio, descartando los argumentos expuestos por el togado, referidos a la falta de legitimación de la quejosa y a no haber actuado como abogado en la diligencia; luego de lo cual procedió a dosificar la sanción, para imponer seis (6) meses de suspensión en el ejercicio de la profesión, por la gravedad de la conducta, la naturaleza dolosa de la misma y el perjuicio ocasionado a la administración de justicia, (fls. 221 a 236, c.o.).

Notificada en debida forma la sentencia sancionatoria, el profesional investigado procedió a interponer recurso de apelación, (fls. 247 a 256, c.o.), el cual fue concedido con auto del 12 de abril de 2012, (fl. 259, c.o.).

Es del caso anotar que, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 98 de la Ley 1123 de 2007, constituyen causales de nulidad: i) la falta de competencia del funcionario para proferir el fallo; ii) la violación del derecho de defensa del investigado; iii) la existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso.

Esta Corporación en Sala No. 85 del 3 de octubre de 2012
, con ponencia del Magistrado que en la presente funge como ponente, procedió a declarar la nulidad de todo lo actuado, desde el auto por el cual se formularon cargos al inculpado en la audiencia del 13 de diciembre de 2011, por cuanto advirtió una irregularidad sustancial que afectaba el núcleo esencial del debido proceso, al observar una:

“…indebida tipificación de la conducta desplegada por el profesional del derecho, de conformidad con las pruebas allegadas al plenario, lo cual genera nulidad de parte de la actuación, la que será declarada, previas las siguientes consideraciones de la naturaleza fáctica, jurídica y probatoria: 

Tenemos que el cargo que se le imputó al profesional se encuentra consagrado en el numeral 8º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, precepto que tiene como bien jurídico tutelado la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado, teniendo como verbos rectores del tipo disciplinario la proposición de incidentes, recursos, oposiciones o excepciones y, en general, el abuso de las vías de derecho, realizados con el ánimo de entorpecer o demorar el normal desarrollo de los procesos y de las tramitaciones legales. 

Frente al anterior marco normativo, abordando el caso que ocupa la atención de la Sala, se encuentra que obra en el proceso prueba que el abogado HUGO MARIO AMAYA HOYOS, obrando en tal condición -al representar sus propios intereses al interior de un proceso ejecutivo instaurado en su contra, formulando excepciones e interviniendo de manera activa como parte pasiva de la litis- desplegó la conducta consistente en que en diligencia de embargo y secuestro de bienes muebles y enseres, llevada a cabo el 11 de agosto de 2008, se constituyó como DEPOSITARIO de los mismos, manteniéndolos injustificadamente en su poder, no obstante los requerimientos efectuados por la secuestre designada, hasta el punto que hasta la fecha en que le fueron formulados los cargos y dictado la sentencia de primera instancia, no había efectuado la devolución al auxiliar de la justicia designado, aseverando que los entregó a un tercero, a quien debe pagarle por concepto de bodegaje una suma mensual. 

Ahora bien, nótese que al realizar la fundamentación fáctica de la conducta, el Magistrado sustanciador de instancia consideró que “el abogado mantuvo en su poder los bienes objeto de depósito sin ninguna justificación, y se negó a entregarlos cuando lo requirió la secuestre (quejosa), lo que implica abuso de las vías de derecho de su parte.” 

Bajo la línea argumentativa que viene manejando la Sala, se advierte que la conducta consistente en constituirse en depositario de los bienes objeto de diligencia de embargo y secuestro al interior de un proceso judicial y posteriormente mantener tales bienes en su poder, constituye bajo la preceptiva contenida en la Ley 1123 de 2007, un tipo disciplinario autónomo, el cual se encuentra descrito en el numeral 7º del artículo 33 ibídem, en los siguientes términos: 

“7.- Aconsejar, patrocinar o intervenir en cualquier acto que comporte el desplazamiento de las funciones propias de los auxiliares de la justicia. También incurre en esta falta el abogado que de cualquier modo acceda a los bienes materia del litigio o involucrados en este mientras se encuentre en curso.” (Subrayado fuera de texto). 

Pues bien, analizado el marco fáctico en su contexto y en punto del juicio de culpabilidad que asiste al procesado, se advierte que el abogado lo que hizo fue desplazar a la secuestre de las funciones propias de su cargo, consistentes precisamente en la custodia de los bienes objeto de la medida cautelar, accediendo a los mismos, hasta el punto que durante un tiempo los mantuvo en su poder y posteriormente, sin autorización judicial, ni justificación alguna, los entregó a un tercero, configurándose a no dudarlo los ingredientes normativos de este tipo disciplinario, más no del que le fuera imputado en sede de primera instancia, consistente en el abuso de las vías de derecho.” 
Como se advirtió la nulidad se declaró desde el proveído por medio del cual se realizó la imputación de los cargos al inculpado en la audiencia de pruebas y calificación provisional llevada a cabo el 13 de diciembre de 2011, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 105 de la Ley 1123 de 2007, dejando a salvo las pruebas practicadas en el proceso las cuales conservarán su validez.

Con auto del 24 de enero de 2013, el Magistrado sustanciador, procedió a estarse a lo dispuesto por el superior y dispuso fijar el 19 de marzo de 2013, a las 10:30 a.m., para llevar a cabo la continuación de la audiencia de pruebas y calificación provisional, (fl. 262, c.o.).

En la fecha y hora programada el Magistrado sustanciador, constatando la presencia del togado investigado, le informó sobre el decreto de nulidad del superior y se le corrió traslado del expediente, para que se enterara de lo actuado en segunda instancia. Acto seguido se procedió a realizar la calificación provisional de la actuación, endilgándose la falta contenida en el numeral 7 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, por haber infringido el deber consagrado por el numeral 6 del artículo 28 ibídem, la cual se le imputó en la modalidad dolosa; por cuanto el togado desplazó al auxiliar de la justicia, no permitiéndole a la secuestre realizar las funciones propias de su cargo y haber accedido a los bienes objeto del litigió a titulo de depositario estando estrictamente prohibida esta conducta; por ser un profesional del derecho ejerciendo tal condición en causa propia dentro del proceso, lo cual se hizo efectivo el 11 de agosto de 2008.

Acto seguido se procedió a conferirle el uso de la palabra al togado investigado una vez notificado el auto anterior, a efectos que solicitara pruebas; quien en uso de dicho derecho solicitó se aplazara la audiencia a efectos de poder hacer un adecuado uso de su derecho de defensa; a lo cual no accedió el Magistrado sustanciador. El abogado peticiono como pruebas que se tengan las aportadas al plenario a lo cual accedió la magistratura y de oficio decretó se allegara certificado de antecedentes disciplinarios. Luego de lo cual se fijo para el día 23 de abril de 2013, a las 9:00 a.m., como fecha para la práctica de la audiencia de juzgamiento; (fls. 273 a 279, c.o.), que fuera reprogramada para el mismo día a las 8:30 a.m., (fl. 280, c.o.); y posteriormente para el 30 de abril del mismo año a las 8:00., (fl. 293, c.o.)

Audiencia de juzgamiento.

El día y hora fijada, se dio inicio a la audiencia programada constatando la presencia del togado investigado a quien se le dio el uso de la palabra a efectos que presentara sus alegatos de conclusión: quien solicitó sentencia absolutoria bajo las siguientes líneas argumentales:

1. Señaló que con auto del 26 de agosto de 2009 dentro del proceso ejecutivo que dio origen a la actuación disciplinario, fue el Juez quien relevó del cargo de secuestre a la quejosa, quién al no cumplir con el otorgamiento de la caución correspondiente, fue la que originó el pronunciamiento del juez. Afirmó que si bien se dio una designación de secuestre, conforme a las normas que regulan el tema este no ha asumido tal condición y a la fecha de la audiencia aún no se ha designado secuestre dentro del proceso.

2. Indicó, que el día 11 de agosto de 2008 de la diligencia actuó como un ciudadano normal y que posterior a dos meses fue que solicito ser tenido como abogado en el proceso en el cual le fue reconocida su personería el 7 de noviembre de 2008.

3. Añadió que conforme al non bis ibídem la Fiscalía conoció de los mismos hechos y resolvió archivar la investigación por ello no se puede proseguir con la actuación disciplinaria porque ello es volverlo a juzgar por los mismos hechos.

El Ministerio Público no participó en esta audiencia y, consecuentemente, no emitió concepto.

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 27 de junio de 2013, el a quo resolvió sancionar al abogado HUGO MARIO AMAYA HOYOS con SUSPENSIÓN DE SEIS (6) MESES EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN, como responsable de haber incurrido en la conducta descrita en el artículo 33 numeral 8 de la Ley 1123 de 2007.

Consideró la primera instancia que las pruebas obrantes en el plenario permiten concluir con grado de certeza que el jurista convocado a juicio disciplinario adecuó su comportamiento al tipo disciplinario previsto en el mencionado precepto legal, no encontrando de recibo los argumentos de la defensa:

“Pues bien, de acuerdo con la relación probatoria, se establece que, efectivamente, el abogado AMAYA HOYOS fue depositario de los bienes sobre los cuales recaía la medida cautelar ordenada por el Juzgado de conocimiento, de acuerdo con lo señalado en el acta de embargo y secuestro del 11 de agosto de 2008, como también que para dicho encargo se señaló un término de duración de un (1) mes, luego es apenas inteligible que, al cabo de dicho tiempo, los bienes embargados y secuestrados debieron volver a manos de quien estaba encargado de su custodia y cuidado.

Sin embargo, se advierte que, en lugar de reintegrarlos a la secuestre, el abogado investigado los entregó a un tercero, quien cobraba por bodegaje un canon mensual, situación que sucedió con posterioridad a la notificación del auto que libró mandamiento de pago, momento a partir del cual el abogado se vinculó formalmente al proceso, hecho que se materializó con la contestación de la demanda el 21 de octubre de 2008, época para la cual persistía la retención indebida de los bienes por parte del citado letrado; prueba de ello, son los memoriales presentados, en primer lugar, por el apoderado de la parte ejecutante el 7 de noviembre de 2008, mediante el cual informó que el investigado se había marchado con los bienes objeto de secuestro; y, en segundo lugar, por el propio abogado investigado, el cual radicó en el Juzgado el 12 de noviembre de 2008, como ya se indicó más arriba; de modo que, la materialidad de la conducta está más que demostrada, pues los bienes muebles objeto del depósito permanecieron en su poder, bajo su custodia, así después, según su dicho, sin prueba que lo sustente, los haya entregado a un tercero, sin autorización previa de la secuestre ni del juez, en depósito.

8.2. Responsabilidad del investigado respecto de la falta atribuida.

En su defensa, el abogado encartado señaló, por una parte, que la quejosa fue relevada de su cargo como secuestre, lo que sucedió el 26 de agosto de 2009, debido a que no prestó caución a la que estaba obligada, sin que tal hecho fuera su responsabilidad, ni como persona natural ni como abogado en ejercicio de la profesión; que, por otra parte, como la persona que había actuado como secuestre nunca cumplió con la carga procesal que le correspondía, es decir, la de prestar caución, nunca hubo realmente un secuestro dentro de la diligencia aludida; que, debía tenerse en cuenta que no actuó como abogado dentro de dicho proceso, y que solo fue reconocido bajo tal calidad dos (2) meses después; que, el día de la diligencia de secuestro, actuó como un ciudadano común y corriente, presentó oposición en su momento, renunciando después a la misma; que, si bien el apoderado de la contraparte exclamó su condición de abogado, no era suficiente para concluir que había actuado como tal ya que tal reconocimiento debía ser expreso, lo cual solo sucedió hasta el 7 de noviembre de 2008; que, nunca surgió para él la obligación de devolver lo recibido debido a que renunció a la oposición y a la condición de depositario, sino que, al tratarse de un contrato unilateral, la llamada a cumplir tal carga era la secuestre; que, por otro lado, tampoco accedió a los bienes objeto del litigio, los cuales son actualmente objeto del incidente de inembargabilidad, pues fueron secuestrados en forma contraria a la ley, en la medida de que el hecho de que fuera poseedor de los mismos, no significaba que fuera el titular de los mismos; y que, la queja estaba fundada en la ineficacia e ineficiencia de la gestión de la secuestre, quien fue relevada de dicho cargo el 26 de agosto de 2009, siendo ésta la verdadera razón por la que formuló la queja.

Pues bien, antes de realizar el análisis de la responsabilidad del doctor HUGO MARIO AMAYA HOYOS, es menester aclarar que el hecho de que la quejosa hubiera presentado la querella después de haber sido relevada de su cargo como secuestre es, a todas luces irrelevante, pues no tiene incidencia alguna en los hechos materia de investigación.

Por otro lado, el hecho que la secuestre, aquí quejosa, hubiera sido relevada de su encargo no vicia ni deja sin efectos la diligencia de secuestro, como pretende hacer ver el encartado, situación que se deduce de la misma norma citada por éste, esto es, el artículo 688 del Código de Procedimiento Civil, que señala que "Siempre que se reemplace a un secuestre o que terminen sus funciones, éste entregará los bienes a quien corresponda inmediatamente se le comunique la orden, en la forma prevista en el numeral 9° del artículo 9; si no lo hiciere, el juez hará la entrega si fuere posible...", de modo que tal diligencia y lo realizado en la misma goza de presunción de legalidad.

Tampoco existe prueba en el expediente de que el abogado investigado hubiera renunciado al depósito, tal como se desprende de la prueba documental, según la cual, el togado reconoció ante el Juzgado la existencia del depósito el 12 de noviembre de 2008. Con todo, si así hubiera sido, no estaría exento de la responsabilidad que le corresponde, pues, de todas formas, es evidente, a todas luces, que desplazó a la secuestre en sus funciones, accediendo a los bienes objeto del secuestro y depósito, a la vez.

En cuanto a esto último, debe tenerse en cuenta que, fue a solicitud del abogado enjuiciado que se le nombró depositario de los bienes embargados, solicitud que hizo bajo la condición de llegar a un acuerdo de pago dentro del término de duración del depósito y de renunciar a la oposición que había formulado al inicio de la diligencia de embargo y secuestro; y que, a pesar de que dicho encargo ya había finalizado, el abogado aún no había hecho entrega de los bienes a la secuestre, situación que se extendió a la época en la que ya contestación de la demanda. En cambio, decidió entregarlos a un tercero completamente ajeno a la litis, quien, además, cobraba una cantidad determinada de dinero mensualmente por su custodia, lo que obviamente, iba en detrimento del interés económico de la contraparte.

Aquí, es necesario puntualizar que, aunque se aceptara como cierto el hecho de que el abogado no actuó en tal calidad en la diligencia de embargo y secuestro, es incontestable que, en el momento en el que contestó la demanda, ya estaba ejerciendo su profesión, pues, como consta, acudió en tal calidad y así fue reconocido, hecho sobreviniente que reafirma la comisión de la falta que se le imputa. Recuérdese bien que, como se ha señalado, para ese momento, fuera depositario o no. la falta se mantenía vigente, pues, en cualquier caso, persistía la conducta reprochada, en el sentido de haber accedido a bienes materia del litigio, siendo que a partir de ahí se hizo más evidente, pues surgió para el abogado investigado el deber de entregar inmediatamente los bienes y de dar cuenta de ellos a quien se los había confiado en depósito, cosa que se abstuvo de hacer sin mediar justificación alguna.

Hechos indicadores demostrados en el presente informativo, como por ejemplo, que el abogado AMAYA HOYOS actuó en la diligencia de embargo y secuestro, al punto que solicitó en ella ser nombrado depositario de los bienes objeto de las cautelas, permiten inferir, sin lugar a dudas, que sabía a ciencia cierta del término de duración del depósito y, por lo mismo, de los deberes que le asistían como depositario, así como de las reglas de la custodia de bienes y dineros previstas en el artículo 10 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de la falta en que incurrió por haber accedido a los mismos cuando le estaba prohibido hacerlo. Esto, como resulta lógico, por virtud de su condición de profesional del derecho, y, porque, a pesar de ello, actuó como ya se ha precisado.

Dado lo anterior, está demostrado que su actuación desbordó el límite establecido en el estatuto deontológico del abogado, bien como deber o bien como prohibición, al acceder a los bienes objeto del secuestro, pretendiendo con ello favorecer su causa aun más allá de lo aparentemente permitido por la ley al entregarlos por decisión propia a un tercero que nada tenía que ver con el proceso, lo que, a la postre, hizo nugatoria la medida cautelar; y, a pesar de que sabía de antemano cuál era su obligación; máxime cuando es evidente que actuó a sabiendas de las circunstancias que rodeaban el proceso y con conocimiento de causa de las ritualidades del mismo; de manera que, no es de recibo el argumento según el cual nunca se obligó a devolver los bienes muebles secuestrados, bajo el pretexto de falta de consentimiento.

Corolario de lo argumentado, se tiene que, sin lugar a equívocos, el abogado actuó dolosamente al acceder abusivamente a los bienes involucrados en litigio a título de depositario y no entregarlos a quien debía hacerlo un vez vencido el plazo del depósito, manteniéndolos en su poder injustificadamente, sin que la información dada al Juzgado sirva como prueba de que cumplió a cabalidad el compromiso que adquirió en la diligencia de embargo y secuestro, esto es, que, terminado el depósito, regresaría los bienes a la secuestre, y menos como justificación de su conducta, pues es evidente que desvió la finalidad del depósito.

Recuérdese además que, la situación antes descrita se prolongó hasta más allá de cuando empezó a actuar en el proceso ejerciendo la profesión de abogado en causa propia. De suerte que, el disciplinado era plena y cabalmente conocedor de las obligaciones y deberes que le asistían; pero además, quiso darle un manejo arbitrario.

En ese sentido, lo esperado era que, al [finalizar] el depósito, dejara los bienes protegidos con la medida a disposición de la secuestre, quien, a la postre, había sido designada por la Inspección de Policía comisionada para la concreción de las medidas cautelares.

Además, también quiso librar su responsabilidad, y con ello, distraer la atención de la Sala, al sugerir que no era sujeto disciplinare, bien por que no había actuado como abogado, bien porque el depósito había terminado, bien porque no había secuestre a quien entregarle los bienes secuestrados, dicho que, como ya se vio, ha quedado completamente desvirtuado.

Lo anterior acude en apoyo de la tesis orientada a indicar que la argumentación del disciplinare carece de todo respaldo probatorio, siendo evidente que actuó libre y voluntariamente, con conocimiento de causa, queriendo el resultado lesivo, sin mencionar, entre otras cosas, que su condición de abogado y el conocimiento que dijo tener en relación con los procesos ejecutivos, permitieron observar que no era, ni es, neófito en las lides del derecho, y que, debiendo actuar con rectitud, esto es, abstenerse de acceder a bienes en litigio y devolverlos al haber accedido irregularmente a ellos a la persona de quien los recibió en depósito, no lo hizo, y aún no lo ha hecho, y sí, se repite, no tuvo ningún reparo en causar perjuicio a su contraparte y a la administración de justicia, al dejarlos en custodia de un tercero ajeno al proceso, con un costo desautorizado que no tenía la intención de cubrir, y persistir obcecadamente en mantenerlos en su poder indefinidamente.

En suma, habida cuenta de que el inculpado tenia pleno conocimiento del estatuto deontológico del abogado y, por consiguiente, de los deberes de colaborar leal y legalmente en la recta y cumplida realización de la justicia y de los fines del Estado (Artículo 28, numeral 6. de la Ley 1123 de 2007), se concluye que incurrió en la falta prevista en el artículo 33, numeral 8, de la Ley 1123 de 2007 a título de dolo, cumpliéndose, en consecuencia, los presupuestos sustantivos para imponerle la condigna sanción: Existencia, de las faltas y responsabilidad del autor, sin que aparezca a su favor, por lo demás, una causal de inculpabilidad.”, (fls 316 a 334, c.o.).
LA CONSULTA

Al no haberse interpuesto recurso de apelación contra la sentencia antes referida, el expediente fue remitido por la primera instancia a efectos que se surta el grado jurisdiccional de consulta.
CONSIDERACIONES

1. Competencia.

Esta Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer en grado de jurisdicción de consulta de la decisión del 27 de junio de 2013, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, mediante la cual se resolvió sancionar a la abogado HUGO MARIO AMAYA HOYOS, con SUSPENSIÓN, en el ejercicio de la profesión por seis (6) meses, por infringir el numeral 8 del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007; de conformidad con lo establecido en los artículos 256, numeral 3, de la Carta Política y 112, numeral 4, de la Ley 270 de 1996, en armonía con lo dispuesto en el parágrafo primero de la última de las normas en cita y en el numeral 1° del artículo 59 de la Ley 1123 de 2007, al no haber sido apelada.

En virtud de la competencia antes mencionada y sin observar causal alguna que pueda invalidar la actuación hasta ahora adelantada, procede la Sala a emitir su pronunciamiento con apoyo en el material probatorio obrante en el informativo y a la luz de las disposiciones legales que atañen el tema a debatir.

2. Nociones preliminares.

Resulta necesario e imprescindible abordar el tema del lapsus calami en que incurrió el Seccional de instancia al momento de señalar la imputación jurídica por la que resulto siendo sancionado el togado, ya que tanto en la motiva como en la resolutiva se indicó que el precepto legal era el contenido en el numeral 8, del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007; cuando conforme a la motivación y los antecedentes que obran en el plenario está claramente establecido que se trataba del numeral 7 de la misma norma.

La anterior afirmación tiene su asidero, en el hecho que puede verificarse como estructuró el A quo, la motivación que sirvió de sustento en la sentencia para endilgar la falta con la cual construyó la imputación fáctica y la contrastó con los comportamientos efectuados por el togado, lo cual finalmente lo hizo acreedor a la sanción disciplinaria.

Conforme con lo anterior se debe proceder a corregir dicho yerro en esta instancia, dada la facultad que se tiene en consulta de realizar la revisión integral de la sentencia que no fuera apelada y subsanar las situaciones que se presenten en tal sentido. 

3. El caso en concreto.

Procede esta Corporación a destacar en primer lugar que el control disciplinario que por mandato de la Constitución esta jurisdicción ejerce sobre la conducta profesional de los abogados, tiene como objetivo primordial el cumplimiento efectivo de su principal misión, de defender los intereses de la colectividad y de los particulares, mediante el ejercicio responsable, serio, honesto, cuidadoso y diligente de la profesión.

Esa misión se concreta en la observancia de los deberes que atañen al ejercicio de la abogacía como garantía de que efectivamente los profesionales del derecho conserven la dignidad y el decoro profesional; colaboren lealmente en la recta y cumplida administración de justicia; observen mesura, seriedad y respeto con los funcionarios y con todas las personas que intervengan en los asuntos de su profesión; obren con absoluta lealtad y honradez con sus clientes y colegas; guarden el secreto profesional, y atiendan con celosa diligencia sus encargos profesionales. En la medida en que esos deberes sean cumplidos, la abogacía colaborará efectivamente en la conservación y perfeccionamiento del orden jurídico del país y en la realización de la justicia material, cumpliendo así su función social.
Descendiendo al caso que ocupa la atención de la Sala, se advierte que el togado fue declarado responsable disciplinariamente por el a quo por faltar al deber a la recta y leal administración de justicia consagrado en el artículo 33, numeral 7°, de la Ley 1123 de 2007, precepto cuyo tenor literal es el siguiente:

“ARTÍCULO 33. Son faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado:

7. Aconsejar, patrocinar o intervenir en cualquier acto que comporte el desplazamiento de las funciones propias de los auxiliares de la justicia. También incurre en esta falta el abogado que de cualquier modo acceda a los bienes materia del litigio o involucrados en este mientras se encuentre en curso.”

Ahora bien en el caso concreto, puede observarse en el expediente que el 3 de octubre de 2012, está superioridad declaró la nulidad de todo lo actuado desde el auto por el cual se formuló cargos contra el abogado investigado, conservando la validez de las pruebas válidamente practicadas dentro del proceso; en cumplimiento de dicha decisión el A quo, con auto del 19 de mayo de 2013 formuló cargos al abogado HUGO MARIO AMAYA HOYOS, por la falta consagrada en el artículo 33, numeral 7, de la Ley 1123 de 2007, cuyo texto es el ya transcrito.
Aseverando que el disciplinado desplazó al auxiliar de la justicia, para el presente caso la secuestre, y no permitió que realizara sus propias funciones, accediendo, además, a los bienes materia del litigio, mientras éste se encontraba en curso.
Tan diáfana es la precisión fáctica y jurídica propuesta por el A quo, que el disciplinado en sus alegatos de conclusión alegó en su defensa que no estaban acreditados los requisitos de tipicidad, uno de los cuales es el sujeto activo calificado, esto es, que la falta sea cometida por una persona que ostente la calidad de abogado, y un sujeto pasivo igualmente calificado por cuanto debe ser un auxiliar de la justicia; afirmando para ello que: él en la diligencia de secuestro no actuó como abogado sino como cualquier ciudadano y el cuanto al secuestre (auxiliar de la justicia) “…fue relevado de su cargo por incumplimiento de un formalismo.”, y en consecuencia el desplazamiento se produjo en virtud de la decisión judicial y no por un acto suyo.
A este punto debe advertirse tres elementos constatables en el expediente que se efectuaron, precisión jurídica del cargo, precisión fáctica e identidad de la defensa respecto al cargo previsto en el numeral 7 de artículo 33 de la Ley 1123 de 2007.

Adicional a ello el A quo, al señalar la materialidad de la falta, refiere que los bienes muebles objeto del depósito permanecieron en su poder, bajo su custodia, así después, según su dicho, sin prueba que lo sustente, los haya entregado a un tercero, sin autorización previa de la secuestre ni del juez, en depósito. Y acierta al afirmar que el hecho que la secuestre, aquí quejosa, hubiera sido relevada de su encargo no vicia ni deja sin efectos la diligencia de secuestro, como pretende hacer ver el encartado.

La precisión del A quo, se concreta en identificar en los deberes de colaborar leal y legalmente en la recta y cumplida realización de la justicia y de los fines del Estado (Artículo 28, numeral 6. de la Ley 1123 de 2007), pero por el lapsus calami antes establecido no se consignó con acierto en la sentencia materia de consulta dada la correlación necesaria del deber con la falta, al citar el numeral 8, del mismo artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, cuyo carácter es más general, cuando lo correcto era el numeral 7, por la correlación fáctica de la falta cometida por el togado y la imputación efectuada.

Examinado en su integridad el dosier que conforma el presente caso, en aras de hacer prevalecer las voces del artículo 15 de la Ley 1123 de 2007, cuyo mandato nos indica que en la interpretación y aplicación del presente de dicho código, el funcionario competente debe tener en cuenta que la finalidad del proceso es la prevalencia de la justicia, la efectividad del derecho sustantivo, la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento de los derechos y garantías debidos a las personas que en él intervienen; por tanto en cumplimiento de los principio que irradian este tipo de proceso es que se hace necesario modificar el numeral citado en la providencia revisada en grado jurisdiccional de consulta.
Entrando ya propiamente dicho en el fondo del fallo, desde ya se advierte que el mismo será confirmado con la modificación antes aludida, iterando como ya se advirtió que en sede instancia, la controversia fáctica, jurídica y la defensa del togado se realizó alrededor del numeral que se corrige, con lo cual se deja a salvo el derecho de defensa del togado investigado y sus garantías al debido proceso.
En cuanto al aspecto objetivo de la falta endilgada se tiene que en efecto conforme al materia probatorio obrante en el proceso, no es cierto ni de recibo para esta superioridad la predica efectuada por el togado en donde señala que al momento de la diligencia de secuestro actuó como un simple ciudadano más, y por tanto el proceso disciplinario no podía iniciarse o proseguirse en su contra; por cuanto en ella quedo claramente estipulado por parte del Inspector Primero “D” de Policía de Bogotá –Localidad de Usaquén-
, doctor Jacobo Jesús Solano Guerrero que:

“este Despacho le hace entrega en forma real y material a la Secuestre como antes se anotó de los bienes objeto de la cautela quien presente manifiesta: Recibo en forma real y material los bienes y de comun acuerdo con el Apoderado actor procedo a dejarlos en deposito provisional y gratuito en cabeza del demandado ya identificado y poseedor de la tarjeta profesional No. 81270 del C.S. de la J. por un término de un mes a partir de la fecha, que de ser necesario el retiro de los mismos se hará por solicitud por escrito del Apoderado actor con su colaboración y de la fuerza pública de ser necesario. Solicito my comedidamente al Despacho hacerle las advertencias de ley al depositario. En este estado de la diligencia el Apoderado solicita el uso de la palabra y manifiesta: Respecto a lo manifestado por la señora Secuestre de que ha sido con consentimiento el deposito que acaba de manifestar debo hacer advertencia que le hice claridad respecto a la condición sine cuanon podía proceder a dejarlos en deposito esto es con la expresa manifestación de renunciar o pretender a través de terceros de insidente de desembargo o oposición mientras esta situación no exista en forma clara y categórica no debe contarse con el consentimiento para el deposito. Acto seguido el demandante manifiesta: Renuncio en lo que a mi concierne para el feliz termino de esta diligencia a lo que ser refiere el Apoderado de la parte actora Abogado CARLOS ALBERTO OLIVEROSGOMEZ.”, (sic a todo lo transcrito), (fl. 21 reverso, cuaderno anexo 3).

Conforme a la transcripción efectuada sin dubitación alguna aparecen demostrados claramente los siguientes hechos:

1. El togado investigado en efecto no actuó como un “ciudadano corriente”, sino en su calidad de profesional del derecho, ya que se encuentra evidenciado que presentó y aportó su tarjeta profesional, la cual acreditó su condición de abogado dentro de una actuación judicial, como en efecto quedo plasmado; tal como lo establece el artículo 22 del Decreto 196 de 1971
.

2. Recibió los bienes en calidad de depositario provisional y se comprometió que por o mismo no recibiría contraprestación alguna, no siendo de recibo la afirmación contenida en sus alegatos que renunció al depósito, por cuanto conforme lo transcrito y sin que se requiera un mayor ejercicio intelectual, lo que renunció de manera expresa fue a no presentar por intermedio de terceros incidentes de desembargo u oposición mientras estuviese en la calidad de depositario, que fue el requisito que exigió el apoderado de la parte actora para dejarle los bienes en tal calidad; y no al deposito de los bienes como lo pretendió argumentar en su alegatos de conclusión.

3. En cuanto al termino del depósito a él conferido, si bien se estableció que era de manera provisional y por el periodo de un mes, también quedo establecido que una vez terminara el mismo era su obligación como profesional del derecho que es el de retornar los bienes a su legítimo tenedor, es decir la persona que había sido señalada como Secuestre de los mismos y de quien detentaba el deposito; a su turno también era conocedor que los bienes habían sido entregados para su custodia y cuidado a titulo gratuito, por tanto no podía mutar tal calidad tampoco como lo hico de entregar los bienes a un tercero, lo cual le estaba expresamente prohibido y además a titulo oneroso, aún mas cuando la misma Secuestre se los había solicitado en devolución lo cual no realizó, bajo la argumentación que el tercero al cual se los había confiado cobraba una suma mensual por su bodegaje, lo que se itera no le estaba permitido.

En cuanto al desplazamiento del Secuestre, se tiene que conforme a la prueba documental obrante en el proceso ejecutivo y arrimada al presente proceso, el togado en vez de proceder a entregar los bienes en depósito a la Secuestre, procedió fue a informar al juez de la causa que los bienes los había entregado a un tercero el cual cobraba por el bodegaje de los mismos, y bajo tal argumentación indicó además que como dicha Secuestre no cumplió con los requerimientos del Juez para prestar la caución, fue que se procedió por parte del Juzgado a revocarle la designación de auxiliar de justicia y en consecuencia el disciplinado con dicho hecho pretende demostrar que no fue él quien la desplazo sino que fue por una orden judicial Juez.

Resulta preciso señalar que si en principio la segunda parte de su argumentación es cierta desde el aspecto eminentemente formal; no lo es desde el análisis eminente material, dado que hay necesidad de tener en cuenta lo que el tipo disciplinario sanciona. Diferenciando lo que le esta permitido al Juez y a los abogados en el tramite de un proceso; el primero por ministerio de la ley esta facultado para remover a los Secuestres en los eventos en ella misma establecidos; pero a los segundos dicha predica no le es dable ello de manera directa por cuanto se convierte tal actuar una verdadera vía de hecho.

Conforme a lo afirmado se encuentra plenamente probado que para la fecha en que se le solicitó por parte de la entonces Secuestra la devolución de los bienes dados al disciplinado en deposito dentro del proceso ejecutivo, en el cual éste incluso ya le había sido reconocida su personería para actuar como tal, decidió mantener para si los bienes, por intermedio del tercero al que se los dio en bodegaje conforme a su propias afirmaciones y no se los retorno a su legítima tenedora, y además procedió a actuar ante el Juez de conocimiento del ejecutivo, informándole de los actos que a su propia iniciativa y sin facultad legal había ejecutado, como lo era haber dado en bodegaje los bienes que tenia a título de deposito y haber establecido un contrato oneroso cuando se había comprometido a mantenerlos y custodiarlos de manera gratuita.

Respecto al segundo de los comportamientos del mismo tipo disciplinario que se le endilgaron en la formulación de cargos y por el cual resultó igualmente sancionado, por haber accedido a los bienes materia del litigio o involucrados en éste mientras se encuentre en curso, de plano conforme con la anotaciones antes efectuadas se verifica que en efecto al momento del secuestro tal conducta se ejecutó, la cual ha continuado, por lo menos hasta el momento de haberse efectuado la audiencia de juzgamiento, afirmación que tiene su sustento en los alegatos del abogado disciplinado conforme lo señalado por él en dicha oportunidad procesal.

Frente al aspecto subjetivo de la falta, se tiene que si bien el togado pretende justificar su actuar en dos circunstancias especificas de exculpación como son que él no actuó en la diligencia de secuestre como abogado, si no como un ciudadano corriente, ello no es cierto conforme a las pruebas ya referidas y debidamente analizadas a la luz de la sana critica, y la otra que fue el juez y no él quien desplazó a la auxiliar de la justicia, también se dejó plenamente establecido como fue que se dio tal actuar que es el que dio lugar al reproche disciplinario; y por tanto no tiene cabida tales manifestaciones suasorias, por el contrario se evidencia que obró en contra vía del deber establecido en el numeral 6 del artículo 28 de la Ley 1123 de 2007.

Tal como lo señaló la seccional de instancia, el comportamiento desplegado por el togado, lo realizo a sabidas de lo que este comportaba y por tanto la imputación a titulo de dolo se mantendrá, haciendo esta instancia hincapié que de acuerdo con las mismas manifestaciones del disciplinado de su ejercicio profesional es que deviene su sustento y el de su familia y por tanto éste conocía las implicaciones de sus actuar al no ser neófito en estas lides.

Vistas así las cosas, al encontrarse debidamente probada la existencia de la conducta típica conforme a lo establecido en el texto de la norma imputada, y al no existir justificación de dicho proceder del abogado, y haberse probado su responsabilidad tanto con el material probatorio obrante, lo procedente en esta instancia es confirmar la sentencia en consulta.

En lo atinente a la dosificación de la sanción que determinó la suspensión en el ejercicio de la profesión por seis (6) meses, la Sala mantendrá la impuesta por el a quo, pues obedeció a un criterio razonado y razonable, teniendo en cuenta el la vulneración del bien jurídico tutelado como lo es la administración de justicia y que el encartado no contaba con antecedentes disciplinarios anteriores a la comisión de la falta; la modalidad dolosa de la conducta, de conformidad con lo normado en los artículos 40 a 45 de la Ley 1123 de 2007. 
En mérito de lo expuesto la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR la sentencia en consulta, del 27 de junio de 2013, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, con la cual procedió a sancionar al abogado HUGO MARIO AMAYA HOYOS con SUSPENSIÓN, en el ejercicio de la profesión por seis (6) meses, en el sentido de señalar que la falta corresponde al numeral 7º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007 conforme a lo expuesto en la parte motiva.
SEGUNDO. CONFIRMAR la sentencia en consulta, del 27 de junio de 2013, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, con la cual procedió a sancionar a la abogado HUGO MARIO AMAYA HOYOS con SUSPENSIÓN, en el ejercicio de la profesión por seis (6) meses, con la modificación establecida en éste proveído, conforme a lo expuesto en la parte motiva.
TERCERO. NOTIFICAR a todas las partes dentro del proceso, a través de la Secretaría Judicial de esta Sala, advirtiendo que contra ella no procede recurso alguno. 
CUARTO. Ejecutoriada esta providencia, remítase copia de la misma a la oficina del Registro Nacional de Abogados, con la constancia del acto procesal enunciado, data a partir de la cual la sanción empezará a regir.

QUINTO. DEVUÉLVASE el expediente al Consejo Seccional de origen para lo de su competencia.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

WILSON RUÍZ OREJUELA

Presidente
JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ 
 
Vicepresidente
Magistrada 

ANGELINO LIZCANO RIVERA
MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA 


Magistrado
Magistrada

 
PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
HENRY VILLARRAGA OLIVEROS

 
Magistrado
Magistrado

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

Secretaria Judicial

� La Sala a quo estuvo integrada por los Magistrados Álvaro León Obando Moncayo, quien actuó como ponente y Rafael Vélez Fernández.


� Folios 4 a 9, del cuaderno No 1 del cuaderno de segunda instancia.


� Folio 50, c.o.


� Folio 59, c.o.


� Folios 13 al 26, del cuaderno original de segunda instancia, en dicha decisión salvo voto la Magistrada Julia Emma Garzón de Gómez.


� Autoridad que efectuó la diligencia de secuestro y embargo decretada por el Juzgado 52 Civil Municipal de Bogotá, dentro del proceso ejecutivo singular de menor cuantía conforme al proceso 2008-00705, conforme al despacho comisorio No. 262


� Decreto 196 de 1971. “Artículo 22. Quien actúe como abogado deberá exhibir su tarjeta profesional al iniciar la gestión, de lo cual se dejará testimonio escrito en el respectivo expediente. Además, el abogado que obre como tal, deberá indicar en todo memorial el número de su tarjeta. sin el cumplimiento de estas formalidades no se dará curso a la solicitud.”





